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resolución que nos ocupa solo se ciñó a efectuar una somera referencia al precepto legal a cuyo amparo 
la subvención solicitada no podía ser concedida.

3.1.2.6  Derecho a recibir protección de los poderes públicos

3.1.2.6.1  Denuncias a la Defensoría de la situación de riesgo de menores de edad

En nuestra condición de Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía hemos dado trámite a 
denuncias relativas a posibles situaciones de riesgo menores de edad procedentes normalmente 
de su entorno familiar y social. Suele ser frecuente que recibamos denuncias que relatan la situación 
de riesgo de algún menor, solicitando la intervención directa de esta Defensoría para solventar el 
problema. Y a tales efectos, por carecer esta Institución de competencias y medios para realizar dichas 
actuaciones de forma directa, nuestra intervención se centra en derivar de forma urgente el caso a las 
Administraciones Públicas competentes para ello, efectuando un seguimiento de las actuaciones que al 
respecto hubieran podido realizar.

Uno de los principales motivos de denuncia reside en la ausencia de cobertura de las necesidades 
básicas de los menores por parte de su familia, tal como en la queja 20/7218, en el que nuestro 
interlocutor relataba las vicisitudes de una pareja joven con un bebé, sin medios económicos para 
atender sus necesidades más elementales, tal como agua corriente u otros suministros básicos, por lo 
cual resultaba evidente que el menor se encontraba en situación de riesgo. De igual tenor era la queja 
21/1926 en la que se relataba la situación de tres hermanos, de muy corta edad, que residían con sus 
padres en una vivienda ocupada, sin suministro de agua ni electricidad.

Tras interesarnos por su situación ante el Área de servicios sociales de la Diputación Provincial, pasado 
un tiempo recibimos un informe que relataba la intervención realizada con el núcleo familiar, facilitando 
a la madre ayudas destinadas a una mejor integración en el mercado laboral y paliar sus carencias 
económicas. En cuanto a los menores se venía efectuando un seguimiento de su situación, una vez que 
pudieron acreditar su correcta atención sanitaria y la asistencia regular a los centros educativos en los 
que estaban matriculados.

Otro asunto similar nos fue planteado en la queja 21/0853, en la que la 
persona denunciante relataba que el sobrino de su pareja vivía, a su juicio, 
en un ambiente insano, sin las condiciones de higiene y limpieza idóneas para 
alojar a un niño de corta edad. En este caso el informe que recibimos de los 
servicios sociales de la localidad, elaborado tras realizar una visita al domicilio 
familiar y entrevistar a la familia, no pudo corroborar tales indicadores de 
riesgo, a pesar de lo cual se nos anunció la intención de continuar con una 
labor de seguimiento de la evolución del menor.

Los supuestos que nos son denunciados repiten una casuística similar, 
usualmente remitidos por familiares o personas de la vecindad que se 
preocupan por la situación que observan en determinado menor y que 
solidarizados con su situación piden nuestra intervención para encontrar 
alguna solución.

En la queja 21/3784 es un menor quien nos denuncia que su primo, de 5 años, 
se encuentra en riesgo por convivir con su madre alcohólica y con problemas 

de drogadicción. Nos relataba su pesar por la situación de su primo, quien no tendría cubiertas sus 
necesidades básicas. En este caso, recabamos la colaboración del Ayuntamiento en cuestión y recibimos 
un informe de los servicios sociales del distrito municipal en el que nos anunciaban la derivación del 
caso al Equipo de Tratamiento Familiar, al objeto de minimizar los indicadores de riesgo detectados 
y normalizar la situación familiar. Y se daba la circunstancia de que los servicios sociales ya venían 
interviniendo a instancias de un juzgado, que solicitó que se realizasen visitas al domicilio de ambos 
progenitores al objeto de informar si el menor se encontraba correctamente asistido.
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Otro de las asuntos en que suelen coincidir muchas denuncias es el relativo a la conducta de 
absentismo escolar, bien porque la persona denunciante es testigo directo de las veces que coincide 
en la calle con determinado menor en horario escolar, bien por tener conocimiento de su no asistencia 
a clase por decisión de los progenitores, o incluso tras sernos remitida la denuncia por personas 
integrantes de la comunidad educativa que tienen conocimiento de esta situación.

Así, preocupada por la situación de su hija, de 13 años, se dirigió a nosotros la madre para comunicarnos 
que la menor había decidido unilateralmente irse a vivir con el padre, ejerciendo de hecho su guarda 
y custodia una tía paterna desde hace año y medio. La menor fue matriculada en otro instituto y su 
evolución académica empeoró, añadiendo un acusado absentismo escolar por el que se iniciaron, a 
principios de año, las actuaciones previstas en el Protocolo sin ningún resultado.

Al dar tramite a esta recabamos la colaboración de la Delegación Territorial de Educación que nos remitió 
un informe en el que se relataban las actuaciones realizadas en cumplimiento de lo establecido en la 
Orden de 19 de septiembre de 2005, por la que se desarrollan determinados aspectos del Plan Integral de 
Prevención Seguimiento y Control del Absentismo Escolar, habiendo sido derivado el caso a los Servicios 
Sociales Comunitarios de la localidad tras el resultado negativo de las gestiones desarrolladas en el 
ámbito del centro educativo. Precisaba el informe que la intervención en el ámbito educativo se había 
visto dificultada por el litigio existente entre ambos progenitores, sin que estos hubieran consensuado 
pautas comunes para el ejercicio de la tutela y guarda y custodia sobre su hija, siendo así que el abordaje 
de esta relación familiar se tornaba aún más compleja ante la incongruencia de lo establecido en la 
resolución judicial reguladora de la ruptura de relación entre cónyuges y la realidad de la convivencia, 
de hecho, de la hija común en exclusiva con el padre.

Con posterioridad a la recepción de este informe, y una vez iniciado el nuevo curso escolar recibimos 
un escrito de alegaciones de la interesada en el que seguía insistiendo en la escasa efectividad de las 
actuaciones realizadas para evitar la conducta de absentismo escolar de su hija, señalando que dicha 
circunstancia la había llevado a presentar una demanda ante el juzgado para que fuese modificado el 
régimen de guarda y custodia de la menor. También nos informó que había presentado una denuncia 
ante la Fiscalía solicitando su intervención ante la mencionada conducta de absentismo escolar.

Tras insistir ante la Delegación Territorial de Educación acerca de la necesidad de encontrar una 
solución a la conducta de absentismo escolar, recibimos un nuevo informe que contenía una extensa 
relación de las distintas actuaciones realizadas en el seno de la Comisión Local de Absentismo durante 
el curso académico 2020 -2021, concluyendo que la menor no había presentado un absentismo escolar 
reiterado, ni tampoco se había detectado falta de interés ni abandono educativo por parte de su padre. 
Tras la valoración del caso en las sesiones celebradas por el Equipo Técnico se acordó que proseguirían 
las actuaciones que correspondieran en la fase de intervención de los servicios sociales municipales, 
utilizando todas las vías de intervención disponibles para conseguir el objetivo de garantizar una 
asistencia regular a clase de la menor, y en caso contrario proseguir con las pautas establecidas en el 
programa de prevención del absentismo escolar establecido.

Por otro lado, y en cuanto a la problemática familiar de fondo, los servicios sociales municipales 
intervenían dentro de sus posibilidades y competencias pretendiendo ante todo el bienestar de la menor 
y a la espera de que lo que se pudiera determinar por parte del juzgado en relación con el cambio de 
medidas solicitadas.

En virtud de lo expuesto acordamos finalizar nuestras actuaciones tras haber constatado que las 
Administraciones Públicas implicadas venían cumpliendo lo establecido en el Protocolo de Prevención 
del Absentismo Escolar, todo ello en un contexto de litigio familiar que dificulta la eficacia plena de 
las medidas aplicadas, siendo así que el criterio técnico no hace aconsejable la adopción de medidas 
extremas, decantándose por una intervención continuada de los servicios sociales comunitarios en el 
entorno social y familiar en que se desenvuelve la menor, todo ello con la intención de garantizar sus 
derechos e interés superior (queja 20/3775).
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También en relación con el absentismo escolar tramitamos la queja 21/2164 en la que se denuncia 
de forma anónima que una vivienda de la vecindad había sido ocupada por una familia cuyos hijos no 
acudían al colegio y colaboraban con las personas adultas que convivían con ellos en actividades ilícitas 
relativas con la venta y consumo de drogas.

Tras interesarnos por la situación de estos menores el ayuntamiento en cuestión nos informó que ya se 
encontraba en curso un expediente para intervenir con la familia, cuyas actuaciones se iniciaron tras 
ser requerida su intervención por el Ente Público de Protección de Menores, que notificó a los servicios 
sociales municipales una situación de riesgo similar a la comunicada por nosotros.

Durante el año también hemos tramitado denuncias relativas a posible maltrato psicológico e 
incluso físico de algún menor, aunque lo usual es que se nos aporten simples sospechas o indicios 
muy vagos, careciendo en la mayoría de los casos de datos contrastados que avalen hechos tan 
graves. Aún así, ante la posibilidad de que pudieran estar comprometidos derechos básicos de los niños 
y niñas afectados damos trámite a dichas quejas ante las autoridades que según el caso podría realizar 
alguna indagación al respecto.

Así en la queja 21/2085 la vecina de un adolescente denunciaba de forma anónima el maltrato que 
este venía sufriendo por parte de su madre, con insultos y descalificaciones constantes, así como 
desatendiendo sus necesidades básicas.

Tras interesarnos por la situación de este adolescente los servicios sociales de su localidad de residencia 
nos informaron que disponían de escasos datos al respecto, y que no obstante se iba a realizar un 
seguimiento de su situación y en el caso de que se acreditaran los indicadores de riesgo denunciados se 
procedería conforme al protocolo existente.

Por su parte en la queja 21/0693 es una estudiante de psicología la que nos alertaba sobre un caso 
del que tiene conocimiento y que le preocupaba de forma especial. Venía a denunciar los malos tratos 
de que estaría siendo víctima una menor por parte de su joven madre, la cual estaría afectada por 
algún tipo de enfermedad mental a la vista del comportamiento errático que solía mostrar, incluso con 
manifestaciones externas de ideas delirantes. Decía conocer que esta persona había sido diagnosticada 
por la sanidad pública de trastorno bipolar, sin que hubiera seguido su tratamiento conforme a las 
indicadores del dispositivo sanitario de salud mental.

Ante el riesgo que corría la menor nos pedía una actuación urgente en defensa de sus derechos, para 
lo cual solicitamos la colaboración de los servicios sociales del municipio, que intervinieron de forma 
diligente en el caso de forma coordinada con la administración educativa y el dispositivo sanitario 
público. Tras aplicar las medidas consensuadas entre tales Administraciones se estaba realizando un 
seguimiento estrecho de la evolución de la menor y su entorno familiar, lo cual hacía aventurar una 
solución satisfactoria del problema planteado en la queja.

Pero nuestra intervención no siempre puede llegar a buen puerto por el temor de las personas 
denunciantes a facilitar datos que pudieran identificarlos, como en la queja 21/1524 en la que se 
relataba que un niño de la vecindad lloraba de forma prolongada existiendo la posibilidad de que pudiera 
ser víctima de maltrato. Tras requerir a la persona denunciante que nos facilitara datos concretos que 
facilitarían nuestra intervención nos respondió que pudiera tratarse de una familia de inmigrantes 
procedentes del Magreb, pero sin especificar ninguna dirección concreta ni los datos de identidad ni del 
menor ni de su familia, por lo que sólo pudimos aportarle información acerca de las vías para presentar 
la denuncia ante los servicios sociales comunitarios o el Teléfono de notificación de maltrato de la Junta 
de Andalucía, donde podría incluso hacerlo de forma anónima.

Entre las denuncias que llegan a esta Defensoría relatando la situación de riesgo de algún 
menor tienen una incidencia destacada los problemas de alcoholismo o drogadicción de los 
progenitores, tal como en la queja 21/6012 en la que la persona denunciante relataba que un menor 
se encontraba en riesgo como consecuencia del problema de drogadicción de la madre, ello unido a 
la elevada edad del padre (80 años) cuyo estado de salud limitaba sus posibilidades de atender sus 
necesidades.
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Tras interesarnos por el caso recibimos un informe procedente del Área de derechos sociales de la 
Diputación Provincial correspondiente a una de las localidades, de la misma provincia, en que residía 
la familia, en el cual se aludía a la comunicación que recibieron los servicios sociales comunitarios 
procedente del equipo educativo del instituto donde cursaba estudios el menor. En dicha comunicación 
se señalaban faltas de asistencia reiteradas como consecuencia de dolores de espalda, mareos; también 
retrasos en la entrada a clase y verbalizaciones del menor sobre el consumo de alcohol de su madre, 
situación que vendría arrastrando desde el curso pasado.

A resultas de esta información se realizaron diversas intervenciones con el núcleo familiar de convivencia, 
siendo así que se encontraba en curso la intervención del Equipo de Tratamiento Familiar de la localidad 
y también la del Centro de Tratamiento de Adicciones, al cual empezó a acudir la progenitora para 
solventar su problema de alcoholismo. Estos organismos públicos estaban ayudando a la familia a 
solventar la problemática en que se ve inmersa, resultando dicha intervención proporcionada a los 
indicadores de riesgo detectados hasta esos momentos. No obstante, conforme al seguimiento que se 
venía efectuando de la evolución del menor y su familia se podrían valorar otras actuaciones sociales de 
mayor intensidad en el caso de que resultaran necesarias.

De tenor similar era la queja 20/6609 en la que la persona denunciante relataba una situación de grave 
riesgo de unos hermanos, menores de edad, uno de ellos en edad lactante. La denunciante refería que 
la madre era consumidora habitual de drogas, y que aunque el bebé aparentaba no estar desnutrido, sí 
se le veía poco aseado y deambulando con él en ambientes marginales.

Tras nuestra intervención el Ayuntamiento nos informó que el Equipo técnico de la zona puso en 
funcionamiento todo los recursos a su alcance para intervenir en el caso, resultando infructuosa debido 
a la falta de colaboración de la madre, por lo que hubieron de remitir un informe con propuestas de 
intervención al Ente Público dirigido al Ente Público de Protección de Menores, el cual, tras incoar un 
procedimiento para la declaración de desamparo de los menores, resolvió el mismo con el dictado por 
la Comisión Provincial de Medidas de Protección de sendas resoluciones por las que se declaró la 
situación de desamparo de los menores, asumiendo su tutela el Ente Público, tal como prevé el artículo 
172 del Código Civil, acordando a continuación que los menores quedasen bajo la medida de acogimiento 
familiar.

En la queja 20/7319 nuestra intervención se inicia tras recibir en nuestra 
oficina de atención a la ciudadanía una denuncia anónima relatando la 
situación de riesgo de dos menores, cuya madre estaría afectada por una 
situación de drogodependencia.

En este caso recibimos un informe procedente del Equipo de Tratamiento 
Familiar de su localidad de residencia relatando las actuaciones realizadas 
y cómo ante el cambio de residencia de la familia a otra localidad se había 
dado continuidad a las mismas mediante la remisión de una comunicación 
relatando sus antecedentes a los servicios sociales de la nueva localidad, que 
incoaron los correspondientes expedientes informativos sobre la situación de 
los menores y venían interviniendo al respecto.

Otro de los supuestos de denuncias relativas a situaciones de riesgo guarda relación con los 
negativos efectos en los menores de la ruptura de relación de pareja y la imposibilidad de llegar 
a acuerdos de convivencia estables, problemática que es mucho más acentuada en los supuestos 
en que se produce violencia de género. A titulo de ejemplo citaremos la queja 21/0794 en la que la 
interesada nos relataba las dificultades que atravesaba la relación con el padre de su hijo. Nos decía 
que éste tenía un comportamiento brusco e impulsivo con ella y con el menor, teniendo atemorizados a 
ambos, motivo por el que se estaba planteando incluso romper la relación, pero temía que esta decisión 
pudiera causar mayor perjuicio a su hijo y por ello solicita orientación sobre cómo actuar.

A este respecto facilitamos a la interesada información sobre la opción de acudir a mediación familiar; 
sobre la posibilidad de presentar una demanda que regulase, llegado el caso, la ruptura de relación 
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con el padre del menor, incluida la vía de medidas provisionales del artículo 158 del Código Civil; pero 
por encima de todo le facilitamos los datos de contacto del Teléfono de Información a la Mujer, donde 
podrían ofrecerle asesoramiento especializado sobre la situación en que se encontraba y ayudarla a 
prevenir una posible situación de violencia de género.

En el caso abordado en la queja 21/8440 un vecino denuncia la situación de riesgo de una niña de un año 
que estaría recibiendo maltrato psicológico de su madre, dándose la circunstancia de que esta habría 
reanudado la relación con el padre de su hija y estarían conviviendo en el mismo domicilio, incumpliendo 
de este modo una orden judicial de alejamiento por violencia de género.

El caso de este niño lo pusimos en conocimiento de los servicios sociales de la localidad que nos informó 
que la relación entre ambos es esporádica, reducida a algunos fines de semana, siendo no obstante 
mucho más relevantes otros indicadores de riesgo detectados, especialmente referidos a la falta de 
higiene en el domicilio familiar, a la carencia de recursos económicos con que atender las necesidades 
básicas, unida a una minusvalía reconocida de la madre del 65%. Para atender estos indicadores de 
riesgo se encontraba en marcha un programa específico de intervención diseñado para atender las 
necesidades del núcleo familiar.

3.1.2.6.2  Supervisión de las actuaciones de los Servicios Sociales Comunitarios

Hemos de destacar la importante novedad que representa la regulación en la Ley 4/2021, de 
infancia y adolescencia de Andalucía, de la Institución jurídica de la “declaración de riesgo”, la 
cual conlleva la obligación de la familia del menor a someterse al control e intervención propuesta por 
los servicios sociales comunitarios, asumiendo la obligación de colaborar para alcanzar los objetivos 
previstos en el plan de intervención. Dicha regulación legal responde a la previsión establecida en la Ley 
26/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y adolescencia, que en 
lo referente a servicios sociales comunitarios viene a desarrollar en su artículo 17 el concepto legal de 
“riesgo” en que pueda encontrarse una persona menor de edad y el procedimiento para declarar dicha 
situación.

La nueva regulación legal prevé que una vez detectada la situación de riesgo 
de algún menor, el proyecto o programa de actuación para solventar las 
carencias o conductas inapropiadas con éste pueda ser consensuado con 
los progenitores u otros responsables legales, respondiendo así al principio 
de primar las soluciones consensuadas frente a las impuestas. En caso de 
que estas personas se nieguen a suscribir dicho programa o no colaboren 
posteriormente en el mismo, la Ley prevé que se declare la situación de riesgo 
del menor mediante una resolución administrativa, a fin de garantizarles la 
información de cómo deben actuar para evitar una ulterior declaración de 
desamparo.

La entrada en vigor de este nuevo hito procedimental en materia de protección 
de menores no se produjo hasta bien avanzado el año 2021, en concreto 
el 30 de agosto de 2021, lo cual hizo que su aplicación efectiva en nuestra 
Comunidad Autónoma se haya ido introduciendo de forma paulatina en los 
protocolos de intervención de las distintas Administraciones locales.

Entrando ahora en el contenido de este apartado de nuestro Informe Anual 
debemos remarcar que en cumplimiento de la misión supervisora de la 
intervención de las Administraciones Públicas de Andalucía hemos dado 

trámite a quejas alusivas a la actuación de los servicios sociales comunitarios y policía local ante 
situaciones de riesgo de menores de edad, en las que se censura su intervención por considerar 
que la misma ha resultado tardía, ineficiente o ineficaz.

Así, en la queja 21/0851 nuestra intervención vino propiciada por un escrito anónimo en el que se 
denunciaba la deficiente intervención de los servicios sociales ante la situación de riesgo en que pudieran 
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encontrarse unos hermanos, menores de edad. Dicha denuncia dio lugar a una actuación de esta 
Defensoría ante los servicios sociales de la pequeña localidad en que estarían residiendo los menores, 
siéndonos remitido un informe procedente del Área de servicios sociales de la Diputación Provincial 
refiriendo que ambos fueron declarados en situación de desamparo por el Ente Público en 2016, y que 
desde entonces convivían en acogimiento permanente con su familia extensa (la chica con su abuela 
materna y el chico con sus abuelos paternos en otra localidad de la misma provincia), efectuándose el 
seguimiento de la evolución de estos menores con su familia acogedora por parte de la correspondiente 
unidad tutelar de la Junta de Andalucía.

En consecuencia, al tratarse de menores tutelados por la Administración y con la finalidad de obtener 
información que nos permitiera descartar la situación de riesgo denunciada, solicitamos del Ente 
Público la emisión del un informe sobre el resultado del seguimiento del acogimiento familiar de ambos 
menores, con especial referencia a los indicadores de riesgo señalados en la denuncia.

En el informe que nos fue remitido se relataban las averiguaciones realizadas por la Institución 
colaboradora de integración familiar que controlaba la evolución de ambos menores con sus familias de 
acogida. Concluía dicho informe que la evolución del chico con su familia de acogida (abuelos paternos) 
podía considerarse óptima, teniendo cubiertas todas sus necesidades, tanto materiales como afectivas. 
En cuanto a la chica, la entidad colaboradora refería que en los últimos tiempos se apreciaban problemas 
de convivencia propios de la etapa evolutiva de la menor y la diferencia generacional existente con 
respecto a los acogedores (abuelos maternos), sin que se hubieran acreditado otros factores de riesgo 
denunciados, como el consumo de sustancias tóxicas o un régimen de relaciones con su progenitora más 
allá del autorizado, siendo la propia menor la que manifestaba rechazo hacia el estilo de vida de esta.

También se censuraba la intervención de los servicios sociales comunitarios en la queja 21/4899 remitida 
por un abogado relatando la situación de riesgo de una madre y su bebé, sin recursos económicos, que 
vivían acogidas en un centro residencial vinculado a una entidad religiosa en Córdoba. Nos decía que 
dicha familia residía allí desde fechas recientes procedente de otra ciudad y que se veían en la tesitura 
de tener que abandonar dicho centro residencial al tener discrepancias con la dirección por su diferente 
credo religioso. Ante su situación de especial vulnerabilidad, más si cabe por afectar a un menor en edad 
lactante, se solicitaba la intervención de esta Defensoría.

Preocupados por la situación de madre e hijo dimos traslado de los hechos 
a la Delegación de servicios sociales del Ayuntamiento de Córdoba con la 
finalidad de que pudieran ejercer sus competencias en materia de detección 
e intervención en situaciones de riesgo de menores de edad. Los Servicios 
Sociales de Córdoba nos pusieron al corriente de la información obtenida 
de la entidad titular del centro en el que estaban alojadas, de tal modo que 
la Dirección del centro argumentaba que la interesada incumplía de forma 
reiterada la normativa interna, con un comportamiento disruptivo hacia el 
personal educativo y otras personas residentes. Tampoco existía adherencia 
al itinerario de inserción laboral previsto para ella ni a las propuestas de apoyo 
psicológico. En esta situación el centro ofreció a la interesada la posibilidad 
de gestionar su traslado a un recurso más adaptado a su perfil y necesidades. 
Tras un periodo de búsqueda y en una continua negociación con ella, al no 
aceptar ninguna de las propuestas, decidió abandonar de forma voluntaria 

el recurso y trasladarse a otra ciudad por sus propios medios, para lo cual solicitó de la entidad que le 
abonasen los gastos de desplazamiento y pernocta en un hotel.

Los servicios sociales de Córdoba intentaron localizar a la interesada y recabar información para hacer 
una valoración de su situación y de este modo alertar de su presencia a los servicios sociales de su 
localidad de residencia pero los intentos resultaron infructuosos al no disponer de datos de su domicilio 
ni de ningún otro dato de contacto.

En la queja 21/6175 la madre de un menor se mostraba disconforme con la, a su juicio, ineficiente 
intervención de los servicios sociales comunitarios con su hijo, quien se encontraría en situación de 
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riesgo tras haber abandonado su domicilio para irse a vivir con su tía, de 87 años de edad. La madre nos 
decía que los servicios sociales, a pesar de conocerlo, no habían intervenido para solventar la situación 
de riesgo en que se encontraba su hijo

En relación con este caso la Concejalía de bienestar social del Ayuntamiento de Sevilla nos puso al 
corriente de las diversas intervenciones realizadas con el núcleo familiar de convivencia del menor 
desde agosto de 2011, cuando éste tenía tres años de edad. En todo este tiempo el menor había venido 
residiendo en el domicilio materno, contando con la ayuda de su familia extensa, pero cobrando con 
el tiempo cada vez mayor protagonismo una tía abuela, que se había erigido en el referente principal 
de apoyo del menor en lo relativo a su estabilidad emocional y cuidados básicos, todo ello a pesar de 
su avanzada edad y que el estatus jurídico que regularía su relación con el menor se asemejaría a un 
“acogimiento de hecho”. Se destacaban en el informe los diversos incidentes ocurridos durante los 
últimos diez años por los que tanto Protección de menores como la Fiscalía requirieron información a 
los Servicios sociales comunitarios, siendo así que los déficits detectados en la familia siguieron siendo 
abordados en el propio medio, sin que se llegaran a adoptar medidas de protección que supusieran la 
retirada del menor de su familia y la asunción de su tutela por parte del Ente Público.

En esos momentos se produjo un nuevo incidente que propició la intervención del Juzgado y la Fiscalía, 
estando en trámite un procedimiento judicial del cual se pudieran derivar decisiones que pudieran 
alterar el régimen de relaciones familiares, e incluso derivar en medidas de protección para el menor.

En otras ocasiones las quejas que recibimos vienen a censurar la insuficiencia de recursos y 
prestaciones de que disponen las Administraciones Públicas para paliar el contexto que propicia 
la situación de riesgo de menores de edad: prestaciones para paliar la carencia de vivienda adecuada; 
escasez de ayudas económicas para solventar problemas puntuales o ayudas para superar una situación 
de crisis en la economía familiar.

Así en la queja 21/2730, la persona interesada intercedía en favor de una familia de Puerto Real, con 
cinco hijos menores de edad a su cargo, que perdió su vivienda por un incendio. Después de siete meses 
seguían alojados en un albergue de transeúntes y aún no disponían de una vivienda social en régimen 
de alquiler.

Tras incoar un expediente para interesarnos por la situación de esta familia y, de modo especial, de los 
menores afectados, solicitamos la colaboración de los servicios sociales del Ayuntamiento del Puerto 
de Santa María. A tales efectos el Ayuntamiento nos aportó detalles de la solución habitacional lograda 
para atender las necesidades de la familia, como medida transitoria y provisional en tanto pudieran 
acceder a una vivienda social de promoción pública adecuada a sus necesidades. También expuso el 
Ayuntamiento otras intervenciones de los servicios sociales orientadas a solventar sus carencias, así 
como su conflictiva relación con la vecindad, obteniendo escasos resultados con esta intervención por la 
escasa adherencia de esta familia a las indicaciones y orientación ofrecida desde los servicios sociales.

Otro supuesto similar se da en la queja 21/6748 en la que una madre nos exponía la precaria situación 
en la que se encontraba, agravada por tener a su cargo un hijo autista. Nos decía que atravesaba graves 
problemas económicos y que las deudas acumuladas habían hecho que se quedara sin vivienda, tras 
lo cual y ante la ausencia de ayudas sociales incluso se había visto obligada a dormir en la calle. Al 
momento de contactar con nosotros ocupaba de forma irregular una vivienda en Las Gabias (Granada) 
y por ello solicitaba ayuda de esta Defensoría para superar la precaria situación en que se ambos se 
encontraban.

Toda vez que el Ayuntamiento en cuestión desconocía su situación orientamos a la interesada para 
que acudiera a los servicios sociales de dicha localidad para exponer su situación y solicitar ayuda. Le 
indicamos que tras evaluar su estado los servicios sociales elaborarían un programa de intervención que 
englobaría las actuaciones que podría realizar de forma directa el Ayuntamiento con sus propios recursos, 
y también otras ayudas que de forma coordinada podrían facilitarle contando con la colaboración de 
otras Administraciones Públicas.

https://defensordelmenordeandalucia.es/nos-informan-de-las-medidas-para-atender-a-una-familia-con-5-hijos-que-perdio-su-vivienda-en-un
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Debemos también destacar nuestra labor de supervisión de la intervención de las Administraciones 
Públicas en supuestos de absentismo escolar. A este respecto destacamos nuestra intervención en la 
queja 21/8330 presentada por la Dirección de un centro escolar de infantil y primaria (CEIP), de una 
barriada del extra radio de Sevilla capital, denunciando el elevado absentismo escolar de una niña de 
tercero de primaria. Nos decía la dirección del CEIP que los progenitores de esta niña no atendían sus 
necesidades básicas, habiendo comunicado esta situación a través de los protocolos establecidos a los 
servicios sociales y al Ente Público sin que se hubiera solventado esta situación.

Tras interesarnos por el caso de esta niña la Delegación Territorial de Políticas Sociales nos informó 
que, efectivamente, el Ayuntamiento de Sevilla remitió al Servicio de Protección de Menores un informe 
relatando los indicadores de desprotección existentes, entre ellos la conducta de absentismo escolar 
de la menor, encontrándose en fase de evaluación la pertinencia de incoar, formalmente, un expediente 
conducente a la declaración de su situación de desamparo, lo cual implicaría que fuera retirada de su 
familia y que el Ente Público asumiera su tutela.

Al tratarse de una medida muy trascendente, y al encontrarse dentro de los parámetros reglamentarios 
la tramitación del citado procedimiento, comunicamos a al Ente Público que permaneceríamos atentos 
a su intervención para lo cual solicitamos que se mantuviese informada a esta Defensoría de la decisión 
que finalmente se pudiera adoptar y la efectividad de tales medidas para preservar los derechos del 
menor.

También en la queja 20/7398 el interesado se lamentaba de que las Administraciones competentes no 
estuviesen actuando de forma decidida y eficaz para solventar el acusado absentismo escolar de su hija, 
matriculada en el primer curso de educación primaria. Tras admitir a trámite su queja solicitamos de 
la Delegación Territorial de Educación de Sevilla la emisión de un informe al respecto, en el que dicha 
Administración efectuó un relato de las actuaciones realizadas en cumplimiento de lo establecido en la 
Orden de 19 de septiembre de 2005, por la que se desarrollan determinados aspectos del Plan Integral 
de Prevención Seguimiento y Control del Absentismo Escolar. De dicho informe destacamos que el caso 
de la alumna fue derivado a los Servicios Sociales Comunitarios de Carmona tras el resultado negativo 
de todas las gestiones desarrolladas en el ámbito del centro educativo.

También solicitamos la emisión de un informe sobre esta cuestión a los servicios sociales de dicha 
localidad, respondiéndonos que una vez recibida la derivación del caso de absentismo procedente del 
centro escolar, se realizó una valoración psicológica, social y educativa de la menor, con el fin de diseñar 
el proyecto de intervención familiar más adecuado para solventar las causas determinantes de su 
conducta de absentismo escolar.

Para dicha finalidad se mantuvieron entrevistas individuales con ambos progenitores, realizando 
un seguimiento de la evolución de la niña en coordinación con el centro escolar. El informe recibido 
destacaba que la madre justificaba el absentismo escolar de su hija con fundamento en problemas de 
salud de la menor (problema neurológico de ausencias infantiles), manifestando que el obligado uso 
durante su estancia en el centro de mascarillas higiénicas podría agravar esas crisis de ausencias.

A pesar de las distintas actuaciones realizadas por la dirección del centro y la Inspección Educativa, 
así como por los Servicios sociales municipales en cumplimiento del Protocolo de Prevención del 
Absentismo Escolar, siguió prolongándose en el tiempo el absentismo escolar de la menor y ante la 
insuficiente cooperación de su progenitora, resultó necesario derivar el caso ante la Fiscalía, a fin que 
se adoptasen las medidas previstas en el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal en protección de los 
derechos de la menor.

3.1.2.6.3  Infancia y adolescencia migrante

Durante el año 2021 hemos continuado desarrollando una intensa labor en defensa de los derechos 
de las personas menores extranjeras que llegan a las costas andaluzas sin la compañía de personas 
adultas. Son niños, niñas y adolescentes merecedores de una especial protección por su triple 
condición de menores, extranjeros y en situación de desamparo.
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En este ámbito, debemos destacar la crisis migratoria vivida en Ceuta en el mes de mayo de 2021: cerca 
de 10.000 personas cruzaron la frontera de la ciudad autónoma, en un territorio de apenas 85.000 
habitantes. Muchos de los adultos fueron devueltos a Marruecos inmediatamente, mientras que para los 
más de 1.000 menores que llegaron a la ciudad se tuvo que improvisar un sistema de acogida. En un 
primer momento, se trasladó a estos menores sin referentes familiares a las naves del Tarajal, donde se 
hacinaban cientos de niños y adolescentes en precarias condiciones. Muchos se escaparon por miedo a 
ser deportados y empezaron a esconderse por las calles de Ceuta, una situación que se ha mantenido 
hasta la actualidad.

Pero, sin duda, la actuación que más alarma social ocasionó fue la orden de 
retorno a Marruecos de muchos de estos chicos para su reagrupación familiar 
ya que se podrían haber realizado de forma masiva, sin estudiar el interés 
superior de cada uno de los menores. Este anuncio motivó la intervención de 
la Fiscalía y la orden de paralización de los retornos por orden judicial hasta 
verificar que el procedimiento se estaba realizando conforme a la legalidad.

En este contexto, desde la Defensoría de la Infancia y Adolescencia de 
Andalucía se trasladó al Defensor del Pueblo de España la preocupación por 
el proceso de repatriación a Marruecos de menores extranjeros que estaban 
en Ceuta, así como las quejas recibidas de las entidades sociales que trabajan 
asiduamente con la Institución, mostrando su apoyo y colaboración con esa 
Defensoría para velar por el cumplimiento de los derechos de estas personas 

menores de edad. Nuestra posición es que se debe anteponer la salvaguarda del interés superior 
del menor en la toma de cualquier decisión que le afecte. Y ello, además de enfatizar la necesidad 
de escuchar al menor antes de adoptar cualquier medida sobre su futuro.

Así lo recogen las estipulaciones contenidas en la Convención de Derechos del Niño de Naciones Unidas 
de 1989, la Directiva de la Unión Europea sobre el Retorno (2008/115/CE), la Ley Orgánica 4/2000 
sobre derechos y libertades de los extranjeros en España o lo que expresamente señalan las normas de 
protección de personas menores de ámbito estatal y andaluz.

En el caso concreto del proceso de repatriación de estos menores extranjeros, la aplicación de esta 
normativa implica que antes del retorno de la persona menor a su país de origen haya que analizar de 
manera individual cada caso particular para determinar qué medida de protección es la más adecuada, 
duradera y que responda a sus necesidades y bienestar, de manera que la decisión que se adopte vaya 
precedida de un riguroso estudio y análisis de que el retorno y las condiciones de la reagrupación familiar 
es la mejor decisión en interés superior del menor.

Esta Institución es consciente de que existe un amplio acuerdo sobre la 
conveniencia de que todo menor se forme y desarrolle en el entorno socio-
familiar que le es propio, pero recuerda que la salvaguarda de su protección 
exige garantizar que no concurran circunstancias que aconsejen la separación 
del menor de dicho entorno familiar por existir en el mismo elementos que 
pongan en riesgo la integridad de sus derechos. En la misma línea, considera 
contraria cualquier medida que pretenda forzar su retorno a su país de origen 
en contra de su voluntad.

La vulnerabilidad de este colectivo y la responsabilidad de los poderes 
públicos de garantizar su protección demanda no solo la máxima garantía 
en el proceso de retorno si no que además este vaya acompañado de un 
proceso transparente y claro, con una información concisa y dirigida a todos 
los organismos y entidades responsables que permita conocer los criterios 

adoptados para decidir qué menores han de retornar y las razones que justificarían dicha decisión, así 
como cualquier otra medida que deba adoptarse.
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Para esta Institución, en sintonía con las declaraciones del Defensor del Pueblo, la transparencia y claridad 
en todo momento son claves y constituyen la mejor garantía de que se está respetando el derecho de 
defensa de estas personas extranjeras -menores de edad- frente a unas decisiones administrativas que 
pueden estar en contradicción con sus propios deseos e intereses o que no cumplan con los requisitos 
legales establecidos.

En relación con las quejas tramitadas por esta Defensoría durante 2021 relativas a menores migrantes 
hemos de destacar nuestra intervención en la queja 20/1291, que tramitamos, de oficio, para 
valorar las repercusiones en el centro de protección de menores especializado en menores 
migrantes de la barriada de la Macarena (Sevilla) de las manifestaciones contrarias a la existencia 
de dicho centro realizadas por vecinos y después en un acto electoral por un partido político.

A este respecto se ha recordar que el artículo 172 del Código Civil, el artículo 14 de la Ley Orgánica de 
Protección Jurídica del Menor y el artículo 35 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos 
y libertades de los extranjeros en España y su integración social, obligan a la Junta de Andalucía, como 
entidad pública competente en materia de protección de menores, a asumir la responsabilidad de atender 
a todos los menores extranjeros no acompañados que se localicen en territorio andaluz, prestándoles la 
debida atención a sus necesidades básicas de alojamiento, alimentación, educación e integración social.

Cuando ese centro llevaba poco tiempo de funcionamiento se produjeron incidentes xenófobos, 
protagonizados por algunos vecinos que se manifestaron en rechazo a la instalación en su barrio de 
dicho centro, todo ello argumentando un incremento de la sensación de inseguridad. Para evitar este 
rechazo vecinal esta Defensoría visitó las instalaciones del centro en junio de 2019, reuniéndose también 
con colectivos vecinales. El 17 de septiembre de ese mismo año se produjo una visita a sus instalaciones 
de todos los diputados y diputadas de la Comisión sobre Políticas de Protección de la Infancia del 
Parlamento andaluz, acompañados de la Consejera de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación y del 
Defensor del Pueblo Andaluz, en la que pudieron comprobar la importante labor social que realiza y la 
situación de normalidad en la convivencia de los menores allí alojados.

No obstante lo anterior, con ocasión de la campaña de las ultimas elecciones generales (2019), un 
partido político organizó un acto a las puertas de dicho centro, con mensajes de rechazo al colectivo 
de menores inmigrantes, que propició la apertura de diligencias por parte de la Fiscalía y también un 
comunicado público de rechazo por parte de esta Defensoría.

Así las cosas, pasados unos meses desde la fecha de la última visita al centro, consideramos oportuno 
incoar, de oficio, un expediente para evaluar la atención dispensada a los menores en dicho recurso, y 
también el grado de repercusión en el funcionamiento del centro del aludido acto electoral celebrado 
por el señalado partido político. Y a tales efectos solicitamos de la Delegación Territorial de Políticas 
Sociales y Conciliación la emisión de un informe con relación al número de menores atendidos desde 
su puesta en funcionamiento y el resultado obtenido del programa de inserción socio-laboral. También 
respecto de la posible repetición, con posterioridad a la campaña electoral. de protestas de la vecindad o 
cualquier otro incidente que pudiera haber puesto en riesgo el normal funcionamiento de dicho recurso 
residencial; así como la repercusión del acto electoral al que venimos aludiendo.

En respuesta a nuestro requerimiento la citada Delegación Territorial nos informó lo siguiente:

“(...) En relación a la reiteración de la queja de oficio presentada ante este Servicio de Protección de 
Menores, solicitando información para evaluar la atención dispensada a los menores extranjeros en 
el Centro gestionado por la Entidad ….., sito en............... en Sevilla, le trasladamos lo siguiente:

Dicho recurso entró a funcionar en el mes de mayo de 2019 con un total de 25 plazas habilitadas 
para atender a menores extranjeros sin referentes adultos en España, formando parte de la nueva red 
de recursos específicos habilitados por la Dirección General en ese momento, que venía a reforzar la 
red de recursos para la atención integral a menores sin referentes adultos, que ya existía en nuestra 
Comunidad Autónoma.

Unos días después de su apertura, se detectan las primeras manifestaciones protagonizadas por 
algunos vecinos, en la esquina de la calle ….. con la avenida ….. , portando pancartas donde se podía 

https://defensordelmenordeandalucia.es/actuamos-de-oficio-por-las-repercusiones-ante-un-centro-para-menores-extranjeros-no-acompanados-en
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leer el mensaje “No al Centro MENA”. Días después se organiza una marcha desde la calle donde se 
ubica el centro hasta el Parlamento de Andalucía, mostrando mensajes xenófobos y de rechazo al 
centro de menores recién abierto.

Posteriormente, en el mes de junio de 2019 vuelve a producirse otra protesta, y los responsables del 
centro deciden salir a la puerta del centro con los menores para que los propios vecinos pudieran 
comprobar de primera mano que eran jóvenes totalmente normalizados, de forma que se pudiera 
disuadir estas protestas infundadas por bulos, en los que se alimentaba una percepción de falta de 
seguridad en el barrio.

A raíz de estar protestas esporádicas, surge un movimiento vecinal bajo el nombre “Macarena para 
todas”, que engloba a varias asociaciones vecinales y agrupaciones sin animo de lucro del barrio, 
que empiezan a colaborar de manera solidaria con el centro de menores, proponiendo actividades de 
diferente índole (campaña antiracista, creación y mantenimiento de un huerto ecológico en la terraza 
de la casa, clases de biodanza, entradas para eventos culturales, taller de teatro, etc.).

En esas mismas fechas, se organizó un acto de convivencia vecinal en un parque cercano, donde se 
invitó a diferentes colectivos del barrio, con el respaldo de la Oficina del Defensor del Pueblo como 
mediador en este conflicto vecinal, siendo muy fructífero este acercamiento entre todas las partes, 
incluso con la presencia de medios de comunicación.

La convivencia desde esos momentos ha seguido siendo pacífica, con la única interferencia de la 
presencia de ..... acompañada de otros miembros del partido político ….. el 4 de noviembre de 2019, 
como acto de campaña electoral. Pero que a pesar de ser un acto reprobable, apenas tuvo impacto 
entre los chicos ni tampoco entre los vecinos, ya que se había consolidado una relación cordial entre 
el centro y sus vecinos, que ha reforzado de hecho la cooperación y la buena convivencia. En varias 
ocasiones, los responsables del centro nos han trasladado que estos conflictos iniciales finalmente 
han servido como oportunidad para los jóvenes, ya que el respaldo y solidaridad de los vecinos ha 
sido mucho más positiva, que los hechos aislados de protesta referidos anteriormente.

Pasado el tiempo, el 1 de junio del año 2020 el Centro de Menores.....….. fue reconvertido a un recurso 
para Jóvenes +18 para fomentar la emancipación y autonomía de los extutelados. Muchos de los 
menores atendidos, por consiguiente, pudieron continuar en el recurso como adultos, fomentándose 
así una integración plena en el barrio, algunos de ellos han salido ya emancipados con contratos de 
trabajo incluso, en negocios de la zona.

Tanto desde la Dirección General de Infancia, como desde este Servicio de Protección de Menores 
de Sevilla, se ha dispensado una atención personalizada tanto a los menores como a los jóvenes 
que han sido atendidos en el Centro.....….. desde sus inicios hasta la actualidad, en la que ha sido 
reconvertido nuevamente en un Centro de Inserción Socio Laboral para menores, con un total de 15 
plazas concertadas, desde el pasado 15 de mayo (...)”

En congruencia con esta información finalizamos nuestras actuaciones en el expediente al haber podido 
constatar que los menores residentes en el centro habían tenido una evolución favorable, sin ningún 
hecho reseñable que hiciera denotar rechazo al centro por parte del entorno social, a lo cual se unen 
indicadores de una integración positiva en la vecindad.

En la dación de cuentas de nuestra gestión también hemos de aludir a la tramitación de quejas relativas 
a dificultades para la obtención de documentación y permisos administrativos por parte de 
menores migrantes tutelados o guardados por el Ente Público. Así en la queja 20/1283 y queja 
20/1369, ambas tramitadas a instancias de jóvenes que siendo menores de edad fueron objeto de 
medidas de protección por parte del Ente Público, coincidían en lamentarse porque no se hubiera 
actuado con diligencia para obtener la documentación necesaria para dar trámite a la regularización 
administrativa de su estancia en España, de tal modo que pudieran obtener permiso de residencia y 
trabajo.

Tras interesarnos por la situación de ambos, en uno de los casos pudimos constatar que se tramitó 
desde el centro de protección tanto su Carta Nacional de Identidad como su pasaporte ante el Consulado 
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General de Marruecos, todo ello una vez que llegaron a su poder los documentos requeridos a su familia, 
proceso que se demoró bastantes meses. Los trámites realizados por las autoridades marroquíes se 
demoraron algún tiempo y cuando finalmente se dispuso de dicha documentación se pudo corroborar 
que la fecha real de nacimiento del interesado era diferente a la que figuraba en la base de datos 
nacional sobre menores extranjeros no acompañados (MENA), por lo que se procedió a solicitar la 
modificación de la ficha MENA para que hubiera concordancia entre su número de identificación de 
extranjero (NIE) y sus datos de filiación.

Finalmente, cuando se consiguió reunir todos los documentos requeridos, se 
presentó en la Oficina de Extranjería la solicitud inicial de residencia temporal 
por circunstancias excepcionales, a pesar de ser ya mayor de edad y para que 
no se superara el plazo de 90 días para solicitar el permiso de residencia en 
España.

Se ha de añadir que este joven fue derivado a un recurso residencial para que 
pudiera seguir siendo atendido tras alcanzar la mayoría de edad, recibiendo 
apoyo de la asociación gestora del recurso y otras dedicadas a la atención del 
colectivo de migrantes.

En el segundo caso que analizamos pudimos constatar que mientras el joven 
fue menor de edad y permaneció en el centro de protección se le ayudó a 
tramitar tanto la Carta Nacional de Identidad como el pasaporte en el 
Consulado General de Marruecos, teniendo en este caso también que esperar 
para ello los documentos requeridos a su familia. También se constató una 
diferencia entre la fecha de nacimiento existente en los documentos oficiales 
de Marruecos y la registrada en la ficha MENA, lo que determinó que el joven 
alcanzase legalmente la mayoría de edad cinco meses antes de lo previsto.

Cuando se consiguió reunir todos los documentos requeridos, se le ayudó a presentar ante la Oficina de 
Extranjería la solicitud inicial de residencia temporal por circunstancias excepcionales, a pesar de haber 
alcanzado ya la mayoría de edad, asumiendo la entidad colaboradora el coste de las tasas relativas a los 
trámites de su permiso de residencia y pasaporte.

También hemos de señalar que cuando las quejas presentadas por menores o jóvenes migrantes aluden 
a la gestión realizada de sus solicitudes por la Oficina de Extranjería, y por tratarse de un organismo 
dependiente de la Administración del Estado, en tales casos solicitamos la colaboración del Defensor 
del Pueblo Español.

Por último, también hemos de efectuar una referencia especial a nuestras actuaciones en la queja 
20/6297 tramitada a instancias de un Juzgado de Menores tras exponernos el caso de un joven 
migrante, ex tutelado por el Ente Público, del cual tenía conocimiento por el procedimiento de 
responsabilidad penal que dicho órgano judicial venía tramitando por unos hechos cometidos cuando el 
chico era aún menor de edad.

La magistrada se lamentaba de la inviabilidad de ejecutar las medidas de responsabilidad penal en 
medio abierto que había acordado (libertad vigilada y asistencia a centro de día) en las circunstancias 
personales y sociales en que el joven se encontraba: Vivía en la calle, sin medios con que subsistir, y sin 
documentación acreditativa de su estancia regular en nuestro país. Por ello solicitaba la intervención de 
esta Institución para que se regularizase, siquiera fuese de forma temporal, su estancia en nuestro país 
y para que se atendiera su situación de especial vulnerabilidad, proporcionándole un recurso residencial 
donde recibiera un trato humanitario y de este modo hacer viable el cumplimiento de la aludida medida 
de responsabilidad penal.

Con dicha finalidad nos pedía en su escrito que se asignara al joven algún alojamiento donde pudiera vivir 
con dignidad (alojamiento individual, centro residencial o vivienda compartida), lo cual permitiría ejecutar 
la sentencia dictada por el juzgado, teniendo en consideración para ello el deber de la Administración 
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https://defensordelmenordeandalucia.es/juzgado-de-menores-pide-asistencia-social-para-mena-ex-tutelado-para-poder-aplicarle-medida-en-medio
https://defensordelmenordeandalucia.es/juzgado-de-menores-pide-asistencia-social-para-mena-ex-tutelado-para-poder-aplicarle-medida-en-medio
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de prestar la colaboración requerida por el juzgado conforme a lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos a la Administración que nos fuese remitido un informe en 
relación con la viabilidad de que dicho joven migrante pudiera beneficiarse de la atención social requerida 
por el juzgado, por su condición de persona ex tutelada por el Ente Público de Protección de Menores.

En respuesta a nuestro requerimiento recibimos un informe procedente de la Delegación Territorial 
competente aludiendo a los recursos residenciales de que disponía la Administración de la Junta de 
Andalucía para facilitar la integración social de jóvenes ex tutelados, y a continuación exponía la situación 
de constante ocupación y alta demanda de estas plazas residenciales, lo cual obligaba a priorizar unos 
casos sobre otros. Concluía la Delegación señalando lo siguiente: “(...) En la fecha actual no disponemos 
de plazas disponibles en programas de alta intensidad habida cuenta de la alta demanda existente para 
estos recursos residenciales. Al mismo tiempo existe una lista de espera priorizada atendiendo a los criterios 
indicados anteriormente, por lo que podemos afirmar que conceder a este menor una plaza en una de las 
vacantes que se producirán en los próximos meses resultaría en perjuicio del resto de jóvenes que optan a la 
misma y que se adecuan mejor al perfil atendiendo a los objetivos de inserción ya expuestos. (…).”

Centrada así la cuestión que se sometía a nuestra supervisión analizamos las obligaciones que incumben 
a la Administración autonómica de Andalucía en relación con la persona aludida en la queja, por su triple 
condición de joven ex tutelado, migrante y sometido al cumplimiento de una medida de responsabilidad 
penal de menores.

En relación con la condición de persona ex tutelada, en el curso de la tramitación del expediente de queja 
pudimos constatar cómo la Junta de Andalucía asumió la tutela de esta persona cuando todavía era menor 
de edad y ello tras quedar acreditada su situación de desamparo. A partir de ahí se dio cobertura a sus 
necesidades básicas, procurando al mismo tiempo que obtuviese una formación y educación adecuada. 
Y todas estas prestaciones las acometió la Junta de Andalucía en cumplimiento de las obligaciones 
que le incumben como Ente Público de Protección de Menores en aplicación de la disposición adicional 
vigésimo segunda de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor en 
relación con lo establecido en su Título Segundo, relativo a actuaciones en situación de desprotección 
social del menor e instituciones de protección de menores.

Pero las obligaciones del ejecutivo autonómico no quedan ahí, pues la Ley 1/1998, reguladora de los 
derechos y la atención al menor en Andalucía, y de aplicarse en el momento de tramitar la queja, va 
más allá y extiende su compromiso con las personas tuteladas con posterioridad a que alcancen la 
mayoría de edad, todo ello al ser consciente el legislador autonómico de las dificultades de una persona 
ex tutelada para el tránsito a la vida adulta, que por si misma ha de hacer frente a la cobertura de sus 
necesidades, en muchas ocasiones sin red de apoyo social o familiar.

En el caso de este joven se da esta circunstancia pues, no olvidemos, que se trata de un joven migrante 
que se encuentra en nuestro país sin familiares que puedan hacerse cargo de sus necesidades, que no 
dispone de ninguna red de apoyo social, y que además se encuentra en la tesitura de integrarse en un 
entorno social y cultural muy diferente del que procede.

Es por ello que en estas circunstancias debemos resaltar el mandato establecido por la por entonces 
vigente Ley 1/1998 de 20 de Abril de los Derechos y la Atención al Menor, que en su artículo 37.2 
establece que «al menos, durante el año siguiente a la salida de los menores de un centro de protección, 
la Administración de la Junta de Andalucía efectuará un seguimiento de aquéllos al objeto de comprobar 
que su integración laboral sea correcta, aplicando la ayuda técnica necesaria». A esto se une la previsión 
establecida en el artículo 19.1.f) al determinar que «se potenciará el desarrollo de programas de 
formación profesional e inserción laboral de los menores sometidos a medidas de protección, con el fin 
de facilitar su plena autonomía e integración social al llegar a su mayoría de edad».

Lo determinado en la Ley 1/1998 resulta congruente con las disposiciones del Estatuto de Autonomía 
que en su artículo 37, apartado 8, prevé como principio rector de las políticas públicas la integración de 
los jóvenes en la vida social y laboral, favoreciendo su autonomía personal.
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Llegados a este punto también hemos de hacer referencia a la condición de persona migrante de este 
joven, condición que también es contemplada por el mismo artículo 37 del Estatuto de Autonomía de 
Andalucía, al otorgar primacía a las políticas públicas de integración laboral, económica, social y cultural 
de las personas migrantes.

En tal sentido el artículo 9 de la antes citada Ley 1/1998, mandata a las Administraciones públicas 
andaluzas para que realicen políticas de integración social de los menores tutelados, con especial 
referencia a los menores extranjeros. Apuntilla esta obligación la disposición adicional octava de la Ley 
al determinar que la Administración de la Junta de Andalucía, en colaboración con la Administración del 
Estado, habrá de procurar la adecuada atención e integración social de los menores extranjeros que se 
encuentran en situación de riesgo o desamparo, durante el tiempo que éstos permanezcan en nuestra 
Comunidad Autónoma.

Por tanto, mal se avienen estas previsiones legales con el hecho de que este joven migrante, tutelado 
por la Junta de Andalucía, haya alcanzado la mayoría de edad y no se haya programado para él un cauce 
de integración en la sociedad que le permita desenvolverse de forma autónoma.

Y por último, nos hemos de referir a los derechos y deberes que derivan de su condición de menor 
infractor, al que le ha sido impuesta una medida de responsabilidad penal, por mucho que esta medida 
haya de ser cumplida una vez alcanzada la mayoría de edad.

Y es que corresponde a la Junta de Andalucía la ejecución de las medidas adoptadas por los Juzgados 
de Menores, facilitando los medios para su cumplimiento, siendo así que en el presente caso no nos 
referimos a esos concretos medios materiales y personales sino a las circunstancias socio-económicas 
del joven indispensables para hacer viable que éste pueda cumplir la medida impuesta por el juzgado, 
la cual, recordamos, no lleva aparejada su internamiento en ningún centro pues se trata de medidas a 
ejecutar en medio abierto: libertad vigilada y asistencia a centro de día.

Es aquí donde encuentra justificación la queja que nos fue remitida por la persona titular del Juzgado 
de menores, pues si sería no solo deseable sino una exigencia legal que se hubieran previsto para este 
joven medidas que le ayudaran al tránsito a la vida adulta e independiente una vez alcanzada la mayoría 
de edad, la realidad describe una situación completamente diferente, la de un joven que no dispone de 
medios con que costear sus necesidades, ni siquiera las básicas, y sin que tampoco existan expectativas 
que hicieran presagiar una mejora en sus condiciones personales.

Es por ello que compartimos la reflexión que realizaba la magistrada en cuanto que si no se facilitaban 
a este joven las ayudas sociales previstas en la normativa a la que antes hemos hecho alusión, por su 
condición de ex tutelado y migrante, quedarían vacías de contenido las obligaciones que incumben a la 
Junta de Andalucía para prestar la colaboración requerida por el Juzgado de Menores conforme a lo 
establecido en el artículo 118 de la Constitución.

A este respecto conviene recordar que las medidas establecidas en la legislación de responsabilidad 
penal de menores tienen un doble componente; por un lado se tratan de medidas típicamente penales, 
correctivas de ilícitos y con vocación disuasoria de dichas conductas; pero quizás sea más relevante 
su otra vertiente, orientada a la educación y formación de la persona, primando estos aspectos sobre 
la faceta punitiva. Las medidas de responsabilidad penal se erigen como una oportunidad -quizás la 
última- que se brinda al joven para reconducir su conducta, para que asuma el error cometido y obtenga 
habilidades personales con que evitar que hechos similares se repitan en el futuro y de este modo se 
amplíen sus expectativas de éxito en su integración en la sociedad como persona adulta y responsable.

Así pues, desde nuestra obligada perspectiva de Defensoría de los derechos de las personas menores de 
edad no podíamos conformarnos con el alegato de carencia de medios en el programa de mayoría de 
edad, ni tampoco en la priorización de unos jóvenes ex tutelados merecedores de estas prestaciones sobre 
otros que también serían merecedores de las mismas, pero que no podrían beneficiarse de ellas por la 
alta demanda existente. Por todo lo expuesto dirigimos una Recomendación a la Delegación Territorial 
de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación para que fuese atendida la situación singular de este joven 
con cargo al programa de transición a la mayoría de edad para ex tutelados o con cargo a cualquier otro 
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programa de la Administración Autonómica que contemplase prestaciones sociales dirigidas a jóvenes o 
personas migrantes, pero sin que en ningún modo dejase de prestarse la colaboración requerida por el 
Juzgado de Menores para hacer efectiva la medida impuesta en el expediente de responsabilidad penal.

En respuesta a nuestra resolución la Delegación Territorial nos remitió un informe en sentido favorable 
a nuestro posicionamiento, habiendo reservado una plaza residencial para el joven la cual no llegó a 
ocupar por encontrarse ilocalizado. En el informe que nos fue remitido se matizaba lo siguiente:

“... En este, como en otros casos, el paso por un CIMI no puede ser causa de priorización de estos 
menores para la asignación de estos dispositivos, siendo estos centros los que deben gestionar su 
documentación, al tener asignada su guarda. Además, aquellos menores con una problemática 
concreta deben ser atendidos en recursos más específicos, acordes con su situación. De hecho, a 
todos se les ofrece la posibilidad de realizar un seguimiento de su situación socio laboral a través 
del programa Labora, donde se derivan los mayores del 16 años que se encuentran en centros de 
menores.

Las múltiples incidencias provocadas por el menor, hacen que el mismo no tenga un perfil adecuado 
para un dispositivo de autonomía, por lo que debería ser atendido por la red de servicios sociales 
especializados de personas sin hogar. El artículo 42.2 de la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de 
Servicios Sociales de Andalucía establece como prestación garantizada el alojamiento. A pesar de 
todo ello, con posterioridad a la emisión del anterior informe realizado por esta Delegación Territorial 
en relación con este expediente, ha existido un aumento sustancial de plazas coordinadas por la 
Dirección General de Infancia (42 plazas en Málaga), por lo tanto, teniendo en consideración dicho 
incremento y siguiendo la Recomendación emitida por esa Institución, se ha gestionado para este 
menor la reserva de una plaza de modo urgente … Puestos en contacto con Juzgado de Menores éste 
ha informado que el menor no esta localizado. No obstante, hasta que no haya otros candidatos para 
dicha plaza, la misma estará disponible para una entrada concertada ...”

3.1.2.7  Maltrato a personas menores de edad

Nos referiremos en este apartado a las quejas que inciden en vulneraciones de derechos que van más 
allá de la situación de riesgo, que por su gravedad pueden definir una conducta de maltrato hacia una 
persona menor de edad, bien fuere este maltrato por acción u omisión, psicológico y/o físico.

Cuando se tiene conocimiento de unos hechos que encajarían en la definición de maltrato, la 
Administración Pública receptora de la denuncia ha de intervenir en el margen que le permiten 
sus competencias, atendiendo al menor víctima de dicha situación y activando los mecanismos 
previstos en la legislación para depurar las correspondientes responsabilidades, incluidas las 
derivadas del posible ilícito penal.

En la dación de cuentas de nuestra intervención relataremos en primer lugar las quejas tramitadas 
relacionadas con la intervención de policía, servicios sociales comunitarios o Ente Público de Protección 
de Menores ante denuncias de maltrato infantil, esto es, actuaciones en las que aún no se ha producido 
la intervención de un juzgado, siendo uno de los motivos de queja más recurrentes el relativo a la escasa 
eficacia de las actuaciones desarrolladas tras conocer los hechos denunciados.

Sobre esta cuestión debemos reseñar la conclusión de nuestra intervención en la queja 19/4916 en la 
que la madre de una menor se mostraba disconforme con la tramitación dada a la hoja de notificación de 
maltrato infantil que cumplimentó la unidad especializada de salud mental infanto juvenil por posibles 
abusos sexuales a su hija, presuntamente cometidos por una hermana de vínculo paterno. Nos decía 
que tres años antes fue la pediatra del centro de salud quien remitió una hoja de notificación de tenor 
similar, y que dada la corta edad de su hija el estudio realizado no pudo arrojar datos concluyentes.

A la nueva hoja de notificación de maltrato se adjuntaba un informe clínico sobre la menor, en el que 
se aludía a las manifestaciones que esta realizaba relatando episodios de violencia sexual, en concreto 
tocamientos genitales realizados por su hermana -por parte de padre-, también menor de edad. Y 
esta nueva hoja de notificación de posible abuso sexual no fue remitida por la unidad administrativa 
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